
 
 
 
 

República Argentina - Poder Ejecutivo Nacional
AÑO DE LA RECONSTRUCCIÓN DE LA NACIÓN ARGENTINA

 
Informe

 
Número: 
 

 
Referencia: ROMERO JULIO ISMAEL C/EN - M JUSTICIA Y DDHH - LEY 24043 S/AMPARO POR 
MORA (EXP 89/25), CAF 7/13 EX-2025-133902822- -APN-DGJ#MJ

 

A LA DIRECCION GENERAL DE ADMINISTRACION:

Me dirijo a usted en relación con los autos caratulados: “ROMERO JULIO ISMAEL C/EN - M JUSTICIA Y 
DDHH - LEY 24043 S/AMPARO POR MORA” (CAF 000089/2025), que tramita ante la Juzgado en lo 
Contencioso Administrativo Federal 7, Secretaría N° 13, de esta Ciudad, a efectos de solicitarle tenga a bien 
gestionar la previsión presupuestaria de 8,4 UMA + IVA, en concepto de honorarios regulados a la Dra. Sonia 
Débora Casale, por su actuación como letrada apoderada del accionante.

Se deberá abonar la cantidad de moneda de curso legal que resulte equivalente a esa cantidad de UMA, según el 
valor vigente al momento del pago, de conformidad con lo establecido por el art. 51 de la ley N° 27423.

Asimismo, se informa que los honorarios se encuentran firmes, impagos y a cargo del Estado Nacional.

A tal fin, se deja expresa constancia que ha sido realizada la apertura de cuenta, con los datos que a continuación 
se consignan:

CTA.JUDICIAL N°: 9994295899

Suc. N°: 089 TRIBUNALES

CBU N°: 01100259/50099942958994

Los mentados honorarios fueron regulados con fecha 27 de agosto de 2025, modificados con fecha 12 de 
septiembre de 2025, por la Cámara Contencioso Administrativo Federal - Sala II -, que en copia se embeben a la 
presente.

Se acompaña como antecedentes en archivos embebidos:

-Sentencias de primera instancia de fechas 12/03/25 (costas) y 27/08/25 (reg honorarios).



-Sentencias de Sala II de fechas 11/04/25 (costas) y 12/09/25 (modifica honorarios).

-Apertura cuenta judicial de fecha 25/09/25.

-Copia de la situación impositiva –actualizada- de la letrada de la parte actora.

Por último, se solicita que, una vez realizada la previsión presupuestaria, se informe a esta Dirección a fin 
de que sea acreditada ante el tribunal interviniente.

MAFALCONE

sadamowich

msalvador

 

 

 





AGENCIA DE RECAUDACION Y CONTROL ADUANERO


CONSTANCIA DE INSCRIPCION


 CASALE SONIA DEBORA CUIT:  27-17762060-8


IMPUESTOS/REGIMENES NACIONALES REGISTRADOS Y FECHA DE ALTA
CEDULARES- VALORES O DEPOSITOS 01-2018
IVA 09-2013
GANANCIAS PERSONAS FISICAS 09-2013
REG. TRAB. AUTONOMO Categoria T2 Cat II Ingresos desde $20.001 09-2013
REG. SEG. SOCIAL EMPLEADOR 12-2014
****************************************************
Contribuyente no amparado en los beneficios promocionales INDUSTRIALES establecidos por Ley 22021 y sus modificatorias 22702 y 22973, a la fecha de emision de la presente constancia.


Esta constancia no da cuenta de la inscripción en:
- Impuesto Bienes Personales y Exteriorización - Ley 26476: de corresponder, deberán solicitarse en la dependencia donde se encuentra inscripto.
- Impuesto a las Ganancias: la condición de exenta, para las entidades enunciadas en los incisos b), d), e), f), g), m) y r) del Art. 20 de la ley, se acredita mediante el "Certificado de exención en el
Impuesto a las Ganancias" - Resolución General 2681.
- Aporte Solidario: de corresponder, deberá solicitarse en la dependencia donde se encuentra inscripto.
- Responsable Deuda Ajena Aporte Solidario: de corresponder, deberá solicitarse en la dependencia donde se encuentra inscripto.


3/12/25, 10:16 Formulario de Impresión de Constancia de Inscripción


https://seti.afip.gob.ar/padron-puc-constancia-internet/ConsultaConstanciaAction.do 1/2







CORRIENTES AV. 1186 Piso:15
1043-CIUDAD AUTONOMA BUENOS AIRES


ACTIVIDADES NACIONALES REGISTRADAS Y FECHA DE ALTA
Actividad principal: 691001 (F-883) SERVICIOS JURÍDICOS Mes de inicio: 11/2013
Secundaria(s):


Mes de cierre ejercicio comercial:  12


DOMICILIO FISCAL - ARCA


Vigencia de la presente constancia:  03-12-2025  a  02-01-2026 Hora  10:16:02  Verificador  108198024443


   
Los datos contenidos en la presente constancia deberán ser validados por el receptor de la misma en la página institucional de ARCA http://www.arca.gob.ar.


3/12/25, 10:16 Formulario de Impresión de Constancia de Inscripción


https://seti.afip.gob.ar/padron-puc-constancia-internet/ConsultaConstanciaAction.do 2/2
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Poder Judicial de la Nación
Cédula de Notificación


*25000091470892*
25000091470892


 CA   Sala II  


 Fecha de emisión de notificación: / /  11 abril 2025


 Sr/a: MARIA AGUSTINA FALCONE


Domicilio: 27289907659
Tipo de domicilio  Electrónico


Carácter: Sin Asignación
Observaciones especiales: Sin Asignación
Copias: S
Tribunal:  - sito en CAMARA CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL- SALA II TALCAHUANO 550 PB


Hago saber a Ud- que en el Expte Nro.  /  caratulado: 89 2025 ROMERO, JULIO ISMAEL c/ EN - M 
  JUSTICIA Y DDHH - LEY 24043 s/AMPARO POR MORA


en trámite ante este Tribunal, se ha dictado la siguiente resolución:
 
Según copia que se acompaña.
 
 
Queda Ud. legalmente notificado
Buenos Aires,               de  de . abril 2025 LMM
Fdo.: RICARDO DIEZ SIERRA, PROSECRETARIO ADMINISTRATIVO
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SALA II


00089/2025


 “ROMERO,  JULIO  ISMAEL  c/  EN  -  M  JUSTICIA  Y  DDHH  -  LEY  24043


s/AMPARO POR MORA”


Buenos Aires,      11     de abril de 2025.- MBR


VISTOS y CONSIDERANDO:


I.- Que, por sentencia de fecha 13/03/2025, el Sr. Magistrado de grado


hizo lugar  a la  presente acción de amparo y,  en consecuencia, condenó al


Estado Nacional – Ministerio de Justicia y Derechos Humanos– a que en el


plazo de quince (15) días, de notificada la sentencia, se expida en relación a


las solicitudes que motivaron el inicio de la presente acción. 


Asimismo, impuso las costas a la  demandada,  por  no existir  motivos


para su dispensa (conf. art. 14 ley nº 16.986).


Para así decidir, luego de recordar las directrices que rigen el instituto bajo


análisis  y  hacer  una  reseña  del  trámite  que  tuvieron  las  actuaciones


administrativas  iniciadas  por  el  amparista,  entiendió  que  se  encontraba


configurada  la  mora  de  la  Administración  respecto  de  las  actuaciones


Expte.SO4:0020315/2013-Ex-2023-29707202  iniciadas  a  raíz  del  reclamo


realizado por el actor el 15/09/1998, motivo de la presente acción, por lo que


correspondía hacer lugar al amparo por mora promovido.


II.-  Que,  disconforme con lo resuelto,  en  13/03/2025, apeló y fundó la


demandada. La recurrente se agravió respecto del fondo de la cuestión decidida


por el Sr. Juez de grado.


Manifestó que no se estaba ante un supuesto en el que la administración


haya  sido  remisa  en  el  tratamiento  de  una  petición,  ni  indiferente  a  sus


particularidades o a la situación del solicitante. 


Añadió que el Sr. juez a quo prescindió de la situación que atraviesa la


Administración,  en  relación  al  cúmulo  de  causas  donde  se  reclamaban  los


beneficios instituidos por las Leyes Nros. N° 24.043, N° 24.411, N° 26.564,  y
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otros relacionados con distintas leyes reparatorias, que la había colocado en


una situación en la que la capacidad operativa de sus distintas dependencias


administrativas se había visto superada.


Agregó que no existía en el presente caso una situación de morosidad


susceptible de ser encuadrada en las previsiones del artículo 28 de la ley Nº


19.549.


Además, alegó que “…la sentencia que ataco resulta arbitraria toda vez


que no tuvo en consideración la complejidad de la situación que generó la


AUDITORÍA INTERNA dependiente de este Ministerio-  fue ordenado con el


alcance del análisis de legalidad de los procesos de tramitación de cada uno


de los expedientes administrativos, la consistencia de las bases de los datos


que utilizan las áreas que intervienen en la gestión del  procedimiento,  y  la


legitimidad de la documentación obrante en las actuaciones, así como el cotejo


del respaldo documental de cada beneficio reconocido a la luz de las Leyes


24.043, 24.411, 25.914, 26.564 y 26.913.” (sic).


Por último, solicitó que se revoque la sentencia recurrida en cuanto había


sido materia de agravios, con costas.


III.- Que, así las cosas, a título preliminar es menester destacar que el art.


28 de la ley 19.549 otorga, a quien es parte en un procedimiento administrativo,


la facultad de acudir a la vía judicial para que emplace a la Administración a que


se expida en forma expresa con respecto a su solicitud.


Por su parte, el art. 1º inc. f) ap. 3) de la Ley citada, consagra el derecho


de los particulares a obtener una decisión fundada, más allá de la procedencia o


no de lo solicitado (cfr. esta Sala, in re, “Korilchik, Silvio Humberto c/EN -Mº J y


DDHH  -  Expte.  147980/05  s/  amparo  por  mora”,  causa  Nº  5.656/10,  del


28/08/2012; en igual sentido,  in  re,  “Lin, Wenjuan c/EN - DNM s/amparo por


mora”, causa Nº 41.236/13, del 9/09/14).


Asimismo, es de remarcar que el limitado ámbito de conocimiento que le


otorga a la actuación jurisdiccional la acción de amparo por mora no alcanza al


examen de congruencia o incongruencia de las peticiones formuladas en sede


administrativa y judicial por el amparista, o al de la posibilidad o imposibilidad de
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resolver el fondo de lo aquí peticionado, sino que la única circunstancia pasible


de estudiar por la vía intentada es si –en los hechos– la demandada ha incurrido


en mora para dar respuesta a la petición efectuada por su contraria (cfr. esta


Sala  in  re “Paillet,  Laura  Marcela  c/EN -  Mº  Salud (exp.  2002-3198/99-7)  s/


amparo por mora” del 27/03/12).


IV.-  Que, en el  caso,  la parte  actora  promovió la  presente  acción de


amparo por mora contra la administración con el objeto de que se le ordenara


al Estado Nacional, dictar el acto administrativo que por derecho corresponda


en el  marco de las actuaciones administrativas labradas a raíz  del  reclamo


iniciado el 15/9/1998. 


En ese orden, corresponde señalar que, de la compulsa del expediente


administrativo “EX-2023-29707203- -APN-DGPR#MJ”, incorporado en el sistema


Lex100 y de las constancias de las presentes actuaciones surge que: 


(i)  con  fecha  16  de  septiembre  de  1998,  el  actor  inició  ante  la


Subsecretaría de Derechos Humanos y Sociales del ex Ministerio del Interior el


trámite para obtener el beneficio previsto por la Ley nro. 24.043 y su ampliatoria


Ley nro. 24.906.


Asimismo,  por  cuestiones  de modernización  con fecha 9  de mayo  de


2014, el  Ministerio demandado pasó las actuaciones al  área correspondiente


para su recaratulación.


De acuerdo a ello, el 29 de mayo de 2014, el amparista presentó una


declaración jurada en la que alegaba no haber percibido con anterioridad a esa


fecha indemnización alguna.


Bajo tales circunstancias, el trámite siguió bajo el número de expediente


“S04:0020315/2014”.


(ii)  con  fecha  2  de  septiembre  de  2014,  y  en  lo  aquí  pertinente,  el


amparista realizó un pedido de pronto despacho el que reiteró los días 14 de


junio de 2016, 21 de abril de 2017 y el 13 de julio de 2017.


(iii) con fecha 11 de junio de 2018, el Ministerio de Justicia y Derechos


Humanos resolvió otorgarle al amparista el beneficio previsto por la Ley 24.043
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y sus modificatorias por el período comprendido entre el 18 de junio de 1980 al


9 de diciembre de 1983.


Asimismo,  le  fue  denegado  el  beneficio  indicado  por  los  períodos


comprendidos entre el 21 de marzo y el 17 de junio de 1980, y entre el 10 de


diciembre de 1983 al 26 de febrero de 1984.


(iv) con 8 de octubre de 2018, la parte actora denunció la demora en el


pago de los bonos.


(v) con fecha 18 de febrero de 2022, la letrada actuante en defensa del


amparista solicitó el desarchivo de las actuaciones, solicitando la ampliación


del  beneficio  oportunamente  otorgado  (Ley  26.564),  con  fundamento  en


lesiones gravísimas.


(vi)  con  fecha  17  de  marzo  de  2023,  una  vez  digitalizada  toda  la


documentación pertinente, se procedió a la migración de las actuaciones.


(vii) con fecha 8 de marzo de 2024, el amparista solicitó un pedido de


pronto despacho para que la accionada realizara el respectivo informe técnico.


Dicha presentación fue reiterada el día 8 de agosto de 2024, 14 de octubre de


2024 y 6 de diciembre de 2024, 


(viii) con fecha 18 de diciembre de 2024, la parte actora solicitó la copia


digital del informe de evaluación de la junta interdisciplinaria.


(ix) con fecha 6 de enero de 2025, la Dirección de Gestión de Póliticas


Reparatorias  concluyó  que  correspondía  otorgarse  el  beneficio  solicitado,


contabilizando  un  total  de  1279  (mil  doscientos  setenta  y  nueve)  días


indemnizables en virtud de lo dispuesto por el cuarto párrafo del artículo 4° de


la Ley N° 24.043. 


En  dicha  fecha,  las  actuaciones  referidas  fueron  remitidas  a  la  Sra.


Directora Nacional  de Asuntos Jurídicos Nacionales de Derechos Humanos,


para su consideración.


(x) Con fecha 9 de enero de 2025, la Sra. Directora declaró compartir los


fundamentos  brindados  en  el  informe  “Técnico  Nro.  09/25  obrante  en  el


documento orden N° 17” y remitió las actuaciones a la Unidad de Auditoria
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Interna. a tenor de lo dispuesto en el Artículo 1º de la RESOL-2024-135-APN-


MJ de fecha 22 de abril de 2024. 


(xi)  Con fecha 24 de enero  de 2025,  la  Unidad de Auditoría  Interna


devolvió las actuaciones con una serie de salvedades entre ellas la falta de


resolución del reclamo impetrado por el actor, sin embargo indicó que no surgía


ninguna observación por efectuarse respecto del trámite del Sr. Romero, Julio


Ismael.


Posteriormente la parte actora inició la presenta acción de amparo por


mora. 


V.- Que, se sigue del relato expuesto en el considerando IV que, en las


actuaciones administrativas referidas, promovidas en el año 2022 a los fines de


obtener  la  ampliación  del  beneficio  ya  concedido,  no  se  ha  dictado aún  la


resolución pendiente, a pesar del tiempo transcurrido y los pedidos de pronto


despacho, presentados los días 8/3/2024, 8/8/2024, 14/10/2024 y 6/12/2024,


por manera que ha quedado acreditada de modo concreto y suficiente la mora


de la administración que justifica admitir esta acción.


  A ello debe añadirse que, la demandada,  tanto en la  oportunidad de


haber producido el informe previsto por el art. 28 de la ley 19.549, como en su


apelación, no ha aportado elementos tendientes a demostrar que la situación


de hecho que motivó la promoción de la presente acción (esto es, la falta de


resolución de la petición que fuera oportunamente efectuada por el Sr. Romero)


hubiera cesado. 


  Por el contrario, se remitió a negar que existiera mora por parte de su


mandante, mas no ha demostrado motivo alguno por el  cual no le ha dado


respuesta al reclamo de la actora iniciado en el año 2023, tal lo oportunamente


peticionado  en  el  marco  del  expediente  administrativo  “EX-2023-29707203-


APN-DGPR#MJ”.


Estas  circunstancias  precedentemente  descriptas,  resultan  suficientes


para no apartarse de lo decidido por el Sr. Juez de grado y, por consiguiente,


confirmar la sentencia en crisis en todo cuanto ha sido materia de agravios.
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VI.- Que en cuanto a las manifestaciones vertidas respecto a la auditoría


llevada  a  cabo  por  la  Administración  tal  lo  ordenado  por  la  Resolución


Administrativa 2024-135-APN-MJ del 22/04/2024, corresponde señalar que con


fecha 4/02/2025 este Tribunal ha recibido un correo electrónico remitido por la


Unidad de Gabinete de Asesores del Ministerio de Justicia de la Nación relativo


a  la  auditoría  integral  de  los  expedientes  administrativos  de  solicitud  de


beneficios  al  amparo  de  las  leyes  nros.  24.043,  24.411,  25.914,  26.564  y


26.913, mediante el cual se puso en conocimiento el informe final realizado por


la UNIDAD DE AUDITORIA INTERNA, en el marco de la Resolución 2024-135-


APN-MJ  del  22/04/2024,  de  auditoría  integral  de  los  expedientes


administrativos de solicitud de beneficios al amparo de las leyes previamente


mencionadas. 


De  dicho  informe  no  se  desprende,  prima  facie, que  la  actora  se


encuentre  involucrada en la  causa penal  34.925/2016,  caratulada “Martínez


Moreira,  Adrián  y  otros  s/defraudación,  falsificación  documentos  públicos  y


asociación ilícita”. 


Sentado  lo  expuesto  y,  sin  perjuicio  de  lo  destacado  en  el  párrafo


precedente,  cabe  destacar  que  inclusive  si  se  tuviera  en  consideración  la


suspensión de los plazos administrativos a raíz de la auditoría ordenada por el


Ministerio  aquí  demandado,  lo  cierto  es  que  el  reclamo  administrativo  fue


iniciado por el Sr. Romero con fecha 17/03/2023 y la auditoría en cuestión fue


ordenada por medio de la Resolución  Administrativa 2024-135-APN-MJ, más


de un año después.


En  virtud  de  lo  expuesto,  corresponde  desestimar  sin  más  las


manifestaciones respecto a la Resolución Administrativa 2024-135-APN-MJ del


22/04/2024.


VII.-  Que,  sentado  lo  expuesto,  corresponde  desestimar  los  agravios


desarrollados en punto a las costas, por no advertirse razones objetivas que


justifiquen apartarse del principio objetivo de la derrota que establece el art. 14,


Ley 16.986 y el art. 68, CPCCN.
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En  consecuencia,  corresponde  confirmar  la  decisión  recurrida  en  lo


concerniente a la distribución de las costas, las que se imponen en ambas


instancias a la demandada.


Por  los  fundamentos  que  anteceden,  este  Tribunal  RESUELVE:


desestimar  el  recurso  de  apelación  interpuesto  por  la  demandada  y,  en


consecuencia, confirmar el pronunciamiento de grado en lo que fue materia de


agravios, con costas de ambas instancias a la demandada vencida (art.  68,


primer párrafo del C.P.C.C.N.).


Regístrese, notifíquese y oportunamente devuélvase.


MARÍA CLAUDIA CAPUTI


JOSÉ LUIS LOPEZ CASTIÑEIRA


LUIS M. MÁRQUEZ
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00089/2025 ROMERO, JULIO ISMAEL c/ EN - M JUSTICIA Y DDHH - LEY


24043 s/AMPARO POR MORA


Buenos Aires, 12 de septiembre de 2025.- MA


AUTOS Y VISTOS:                 
Que,  a  fin  de  tratar  el  recurso  interpuesto,  en  primer  término,  cabe


señalar  que,  mediante  la  regulación  de honorarios se  busca compensar  de


modo  adecuado  la  tarea  desplegada  por  los  profesionales  que  se


desempeñaron  durante  la  sustanciación  de  la  causa.  Para  ello  debe


ponderarse  la  magnitud  del  trabajo  realizado,  el  grado  de  responsabilidad


asumido, en concordancia con la complejidad de los intereses económicos en


juego y la contribución que cada uno ha aportado para llegar a la solución


definitiva del pleito.


Además,  a  fin  de  lograr  una  retribución  equitativa  y  justa  no  resulta


conveniente tan sólo la aplicación automática de porcentajes previstos en los


aranceles,  en la medida en que las cifras a las que se arriba lleven a una


evidente e injustificada desproporción con la obra realizada. Tal proceder, limita


la  misión  del  Juzgador  a  un  trabajo  mecánico  sin  un  verdadero  análisis  y


evaluación de la tarea encomendada a los abogados, peritos, consultores, etc.


(conf. esta Sala ‘in rebus’ "Unión Obrera Metalúrgica de la República Argentina


c/E.N. -M° de Salud y Acción Social- y otro s/Juicios de Conocimientos" del 30-


XII-97,  y  “Estado Nacional  (M.O.S.P.  y E.)  c/Baiter  S.A.”,  del  2-IV-98,  entre


otras).


Que, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha dicho que el valor del


juicio no es la única base computable para las regulaciones de honorarios, las


que deben ajustarse al mérito, naturaleza e importancia de la labor profesional


(C.S., Fallos: 270:388; 296:124, entre muchos más). 
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Que, sobre la base de las consideraciones precedentemente expuestas,


cabe tener en cuenta la naturaleza del asunto, lo preceptuado por el art. 48 de


la ley 27.423, en cuanto fija un honorario mínimo en los procesos de amparo;


atento el motivo, extensión, calidad jurídica y resultado de la labor desarrollada,


es preciso remitirse a lo dispuesto en los incs. b) a g) del art. 16 de la referida


Ley de Arancel. En tales condiciones, atendiendo a la etapa del pleito cumplida,


corresponde, reducir a la suma de PESOS SEISCIENTOS TREINTA Y SEIS


MIL SEISCIENTOS VEINTISIETE CON SESENTA CENTAVOS ($636.627,60)


–  equivalentes  a  8,4  UMA– los  emolumentos de la  DRA.  SONIA DEBORA


CASALE, letrada apoderada, actuante en defensa de la actora (arts. 16, 20, 29,


44, inc. b), 48 y ccdtes. y citados de la ley 27.423 y Dto. 1077/17).


El importe del Impuesto al Valor Agregado integra las costas del juicio y


deberá adicionarse a los honorarios, cuando el profesional acreedor revista la


calidad de responsable inscripto en dicho tributo (conf. esta Sala in re: “Beccar


Varela Emilio - Lobos Rafael Marcelo– c/Colegio Públ. de Abog." del 16 de julio


de 1996). 


 Para el caso de que el profesional no haya denunciado la calidad que


inviste  frente  al  I.V.A.,  el  plazo para  el  pago del  tributo  sobre  el  honorario


regulado correrá a partir de la fecha en que lo haga.


Regístrese, devuélvase y notifíquese en la instancia de origen a cargo


de la interesada.


MARIA CLAUDIA CAPUTI


JOSE LUIS LOPEZ CASTIÑEIRA


                                        LUIS M. MARQUEZ
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C.U.I.T.: 30-50001091-2


Sucursal: 0089 - TRIBUNALES
25/09/2025 15:06:14


Oficio Nro: 15677 


Nro. Deox: 20148287


Al Sr. Juez,


JUZG FED CONT ADM 7 SEC 13 


Ref Autos "ROMERO, JULIO ISMAEL C/ EN - M JUSTICIA Y DDHH - LEY 24043 S/AMPARO 
POR MORA"


De nuestra consideración:


Hacemos saber a V.S que se dio cumplimiento con lo ordenado.


A continuación, se detallan la/s cuenta/s del Expediente:


• Cuenta Nro: 9994295899


 


Datos de la Cuenta


Sucursal Cta.: 0089 - TRIBUNALES


Producto: CTA. CTE. JUDICIALES PESOS


N° de Cuenta: 9994295899


Denominación: ROMERO  JULIO ISMAEL C/ EN - M JUSTICIA Y DDHH - LEY 24043 
S/AMPARO POR MOR A 20148287


F. de Operar: ORDEN RECIPROCA


Cant. Titulares: 2


C.B.U.: 01100259/50099942958994


Titular/es


Causa Expediente N° Expediente 


ROMERO, JULIO ISMAEL C/ EN - M 
JUSTICIA Y DDHH - LEY 24043 S/AMPARO 
POR MORA


EXP. 70322567810


Domicilio del Producto 


Calle: C PELLEGRINI Nro.: 685 Piso: Dto/Of.: 


Localidad: RETIRO/SAN NICOLAS CP: 1009 Pcia.: CF 


Sin más, saludamos atentamente. 


DIOS GUARDE A V.S


, 


Oficio Electrónico incorporado
Fecha de Incorporacion: 06/10/2025
Usuario: 20205376128
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89/2025 ROMERO, JULIO ISMAEL c/ EN - M JUSTICIA Y
DDHH - LEY 24043 s/AMPARO POR MORA


Buenos Aires, fecha de firma electrónica.


 


Y VISTOS: los autos señalados en el epígrafe, venidos a despacho
para dictar sentencia, de cuyas constancias


 


RESULTA:


El 07.02.2025, se presenta Julio Ismael Romero, porI.- 
medio de su apoderada, e interpone acción de amparo por mora
contra la Secretaría de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia
y Derechos Humanos de la Nación, a efectos de que se ordene a la
demandada que dicte el acto administrativo que por derecho
corresponda en el marco de las actuaciones labradas a raíz del
reclamo iniciado el 15.09.1998.


Relata que, tramita ante el Ministerio de Justicia, el
expediente administrativo  caratulado "Romero ,Julio Ismael S/Ley
26.654 -24.043-Incremento por lesiones gravísimas (art.4º Ley
24.043) - Expte.SO4:0020315/2013-Ex-2023-29707202)
correspondiente a su reclamo reparatorio suplementario por lesiones
y que con anterioridad tramitó la indemnización principal por su
detención.


Sostiene que el 16.03.2023 ingresaron las actuaciones al
Centro de Asistencia a Víctimas de Violaciones de Derechos
Humanos "Dr. Fernando Ulloa".


Manifiesta que, recién el 26.09.2023 se llevó a cabo la
Junta Interdisciplinaria, la que presentó informe el 17.10.2023, y que
atento al estado de las actuaciones, con fechas 08.03.2024 y
16.04.2023, intimó a la demandada a producir el informe técnico del
área sustantiva, recaudo previo a elevar las actuaciones a la Dirección
General de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Justicia para su
dictamen antes del dictado de la Resolución Ministerial definitiva, y
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agrega que con fechas 08.08.2024, 14.10.2024 y 06.12.2024 reiteró la
solicitud con carácter de pronto despacho, sin obtener noticias hasta
el presente del progreso de la actividad administrativa.


Refiere que, a pesar de dichas presentaciones y de las
gestiones personales y telefónicas efectuadas, las actuaciones están
virtualmente paralizadas,  sostiene que la dilación es injustificada, los
plazos legales han vencido y la mora recurrente arbitraria e inaudita
del Ministerio lleva años, por ello la promoción de esta acción es la
única alternativa ante la inaudita e inexplicable inmovilidad del
Estado y su silencio pertinaz.


Finalmente, funda su pretensión en derecho y ofrece
prueba.


 El 21.02.2025 se presenta el Estado NacionalII.-
-Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación, evacúa el
informe y solicita el rechazo de la acción.


Reconoce la existencia del expediente administrativo
correspondiente al reclamo del actor (confr. fs. 72/493) y afirma que
no registra mora alguna de la Administración.


Agrega que, en el expediente, se observa que la
reclamante dio inicio a la solicitud del beneficio previsto en el año
2014 mediante el formulario de estilo, efectuando un breve relato de
circunstancias y aportando documental que considero útil y suficiente
para su concesión, y observa que el expediente tramitaba
normalmente, y que las intimaciones de la actora justamente
comenzaron en marzo del 2024.


Pone en conocimiento la existencia de causa penal por la
posible comisión de ilícitos en la tramitación de expedientes
vinculados al reconocimiento y cobro de beneficios al amparo de las
leyes reparatorias y que se advirtieron hechos de absoluta gravedad
institucional y fraudes de relevancia que obligaron al Ministerio a
profundizar las labores de control interno para determinar la totalidad
de las circunstancias vinculadas a esa temática a través de la
recolección de los elementos datos y pruebas que esclarezcan el
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panorama descripto y que comprueben si existen otros casos similares
no identificados hasta el momento.Refiriendo también a informes
elaborados por la Unidad de Auditoria Interna del Ministerio de
Justicia y de la Sindicatura General de la Nación, al respecto.


Expone que, entre otras cuestiones, ello generó en el
Ministerio la necesidad de llevar a cabo una auditoría integral que
identifique la aptitud de los procedimientos y la veracidad de la
documentación respaldatoria que sustente cada requerimiento y que
detecte eventuales irregularidades en la tramitación tanto en los
expedientes administrativos que se encuentran pendientes de
resolución, como aquellos que poseen un reconocimiento por parte de
esa cartera ministerial.


Agrega que, dicho análisis y relevamiento de la totalidad
de los expedientes en trámite ante la Secretaría de Derechos Humanos
,  implico la necesidad, por parte del Estado Nacional, de solicitud de
suspensión de los procesos, -incluso los judiciales-, a fines de no
recaer en pagos no verificados, con evidente efecto en dichos
trámites, emitiendo en consecuencia la resolución identificada como
RESOL-2024-135-APN-MJ, que ha sido motivo de tratamiento
favorable en los procesos judiciales que requirieron su invocación.


Añade que, sin embargo, ello de ninguna manera implica
"mora" de la Administración en el sentido que alega la parte actora,
sino que se trata de un necesario proceso de validación y auditoría de
datos en resguardo del interés público comprometido en dichos
reclamos.


Afirma que, no estamos frente a un supuesto en el que la
Administración haya sido remisa en el tratamiento de una petición, ni
indiferente a sus particularidades o a la situación de los solicitantes.


Por otra parte, agrega que en atención al cúmulo de
causas donde se reclaman los beneficios instituidos por las Leyes Nº
24.043, 24.411, 26.564 y otros relacionados con distintas leyes
reparatorias, ha colocado a la Autoridad de aplicación en una
situación en la que su capacidad operativa ordinaria se encuentra
desbordada en sus distintas dependencias administrativas.
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Concluye, que la Administración no ha dado
causa a este proceso judicial y no existe en el caso una situación de
morosidad susceptible que justifique la viabilidad del remedio
instituido por el artículo 28 , de la Ley 19.549.


En consecuencia, solicita, en atención a las
particularidades del caso, el rechazo del amparo por mora y  para el
hipotético caso de hacer lugar a la demanda se otorgue un plazo no
menor a 90 días para poder cumplir con el requerimiento, en atención
a las particulares circunstancias detalladas, con costas en el orden
causado.


Finalmente, ofrece prueba y formula reserva del
caso federal.


Corrido el pertinente traslado, la parte actoraIII.- 
lo contesta solicitando el rechazo de la postura de su contraria en los
términos que surgen de la presentación del día 28.02.2025, a los que
cabe tener por reproducidos, por razones de economía procesal.


 El 10.03.2025 se llaman AUTOS PARAIV.-
SENTENCIA, y


CONSIDERANDO:


 Debe recordarse que en el artículo 28 de la leyI.-
19.549 se establece que el que fuera parte en un expediente
administrativo podrá iniciar una acción de amparo por mora cuando
una autoridad administrativa hubiera dejado vencer los plazos fijados,
o los razonables, según el caso, sin emitir el dictamen o la resolución
de mero trámite o de fondo que requiera el interesado. En
consecuencia, por esta vía se posibilita que quien es parte en el
procedimiento administrativo acuda a la vía judicial para que se
emplace a la Administración a los fines de que se expida en forma
expresa con respecto a su solicitud (En igual sentido: CNACAF, Sala
IV: in re: “Barraza Ana Luisa c/ EN -M° Justicia- s/amparo por
mora”, del 16 /03/10).


De ello se desprende, en consecuencia, que el
derecho de petición no se agota con el hecho de que el ciudadano
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pueda pedir, sino que exige una respuesta. Frente al derecho de
petición se encuentra la obligación de responder. Ello, sin embargo,
no significa que la Administración deba pronunciarse en un sentido o
en otro, sino tan sólo que debe expedirse (cfr. CNACAF, Sala IV,
“Barraza”).


 En tales condiciones, cabe adelantar que losII.-
argumentos vertidos por la demandada acerca de la falta de
configuración de la mora administrativa deben ser desestimados.


Es que las circunstancias invocadas por la
accionada no extinguen la obligación de la Administración de dictar
resolución -de fondo o de mero trámite- respecto del requerimiento
que el interesado le efectuara en sede administrativa, sea conforme a
lo solicitado por el requirente o de cualquier otro modo que, como
autoridad competente, considerare corresponder (cfr. CNACAF, Sala
I, in re: “Rocchi, María del Carmen c/ Estado Nacional (Min. de
Educación) s/ amparo por mora”, del 08/07/93).


En este sentido, debe destacarse que ha
transcurrido el plazo aplicable sin expedirse, si se tiene en cuenta la
fecha de inicio de las actuaciones administrativas (21.9.1998) y que
se presentaron escritos de "pronto despacho" con fechas 08.03.2024,
16.04.2024, 08.08.2024, 14.10.2024 y 06.12.2024, sin que se hayan
probado causas eximentes realmente relevantes para dispensar a la
autoridad administrativa por la demora en que incurrió, en detrimento
del interés de la actora de obtener en tiempo razonable un
pronunciamiento de la Administración.


En efecto, el remedio arbitrado por el art. 28 de la
ley 19.549 tiende a resguardar al particular de las demoras que la
Administración puede incurrir para resolver las cuestiones que se
ventilan en su seno, es decir, que el precepto legal citado debe
constituir una solución eficaz para aquellos casos en donde la
autoridad pública no se pronuncie en un plazo razonable (cfr.
CNACAF, Sala V, in re: “Suarez Guillermo Rodolfo c/ EN – Mº del
Interior – DNM s/ amparo por mora” del 24/5/2004).
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Por todo ello, teniendo en cuenta el dictamen del
Sr. Fiscal de fecha 10.03.2025, no caben dudas que se ha configurado
la situación de mora administrativa que autoriza el dictado de una
orden de pronto despacho conforme lo dispuesto en el art. 28 de la
ley 19.549.


Por las razones expuestas,  HaciendoFALLO:
lugar al amparo por mora interpuesto por Julio Ismael Romero y, en
consecuencia, condenando al Ministerio de Justicia y Derechos
Humanos de la Nación a expedirse en relación a las solicitudes que
motivaron los presentes actuados en el plazo de quince (15) días
contados a partir de la notificación de la sentencia.


Con costas a la demandada vencida (conf. art. 14
de la ley 16.986).


Regístrese, notifíquese y, oportunamente,
archívese.-


 


ENRIQUE V. LAVIE PICO


JUEZ FEDERAL (PRS)


 


                                                                            
 


 


 


 


ENRIQUE V. LAVIE PICO


JUEZ FEDERAL (PRS)
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Poder Judicial de la Nación
Cédula de Notificación


*25000096925835*
25000096925835


 CA   Juzgado 7C  


 Fecha de emisión de notificación: / /  27 agosto 2025


 Sr/a: MARIA AGUSTINA FALCONE


Domicilio: 27289907659
Tipo de domicilio  Electrónico


Carácter: Sin Asignación
Observaciones especiales: Sin Asignación
Copias: S
Tribunal:  - sito en JUZGADO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL 7 CARLOS PELLEGRINI 685 
PISO 4°


Hago saber a Ud- que en el Expte Nro.  /  caratulado: 89 2025 ROMERO, JULIO ISMAEL c/ EN - M 
  JUSTICIA Y DDHH - LEY 24043 s/AMPARO POR MORA


en trámite ante este Tribunal, se ha dictado la siguiente resolución:
 
Según copia que se acompaña.
 
 
Queda Ud. legalmente notificado
Buenos Aires,               de  de . agosto 2025 PMR
Fdo.: PABLO MARTIN RIVAS, PROSECRETARIO ADMINISTRATIVO
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ROMERO, JULIO ISMAEL c/ EN - M JUSTICIA Y DDHH - LEY
24043 s/AMPARO POR MORA


 


  Buenos Aires, fecha de firma electrónica. LW


Y VISTOS; CONSIDERANDO:


Teniendo en cuenta la naturaleza del asunto, la
calidad, eficacia, extensión de la labor desarrollada durante las etapas
del juicio, el resultado alcanzado y por tratarse de tareas realizadas
con posterioridad a la entrada en vigencia de la ley 27.423 y los
montos fijados por la Resolución vigente de la C.S.J.N., regúlense los
honorarios, regúlense los honorarios de la Dra. SONIA DEBORA
CASALE, en su doble carácter por la parte actora en la suma de
$757.890 (10 UMAs) (artículo 44 de la ley 27.423 y Res. citada de la
CSJN).


El importe del impuesto al valor agregado integra
las costas del juicio y deberá adicionarse a los honorarios, cuando el
profesional acreedor revista la calidad de responsable inscripto
endicho tributo (conf. Cámara de Apelaciones en lo Contencioso
Administrativo Federal, Sala II in re: “Beccar Varela
EmilioLobosRafael Marcelo- c/ Colegio Púb. de Abog.” del 16 de
julio de 1996).


Regístrese y notifíquese, lo que se encuentra a
cargo de la Dra. CASALE.-
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